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Resumen 
 
El artículo intenta explicar distintos conceptos teóricos que permitan comprender la importancia 
del estudio sobre los controles democráticos en América Latina. Por lo que se busca rescatar 
elementos esenciales que, dentro del Estado, justifican la existencia de estos controles ante 
posibles transgresiones de valores y principios, como por ejemplo con actos de corrupción en 
instituciones públicas. Para guiar este trabajo se pretende responder la siguiente pregunta de 
investigación: ¿Cuáles son los conceptos claves para el estudio sobre controles democráticos en un 
Estado constitucional dentro de las democracias contemporáneas de América Latina? 
 
Palabras clave: Estado, democracia, controles democráticos, rendición de cuentas. 
 
Abstract 
 
Theoretical Concepts for Research About Democratic Controls in Latin America 
The article tries to explain different theoretical concepts that allow to understand the importance 
of the study on the democratic controls in Latin America. For what is sought to rescue essential 
elements that, within the State, justify the existence of these controls against possible 
transgressions of values and principles, as for example with acts of corruption in public institutions. 
To guide this work, we intend to answer the following research question: What are the key 
concepts for the study of democratic controls in a constitutional State within the contemporary 
democracies of Latin America? 
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Introducción 
 
Los temas sobre corrupción, controles democráticos y transparencia en el funcionamiento de las 
instituciones públicas están emergiendo dentro de los estudios en las ciencias sociales y en el 
análisis de políticas públicas, debido a la necesidad de profundizar en observar el comportamiento 
del Estado frente a esta relación contemporánea con actores no estatales (Fontaine, 2015), las 
cuales son cada vez más heterogéneas y tienen múltiples demandas. Ante esta realidad, el Estado 
en cierta medida no logra ajustarse y la democracia representativa que se reduce a tener la 
posibilidad de participar en elecciones ya no es suficiente (Fung y Wright, 2012). 
 
La crisis del Estado post segunda guerra mundial generó problemas financieros en los países 
desarrollados que tuvieron que cambiar su relación con los mercados (Aceves, 2006). Con ello, se 
modificó el rol del Estado hacia uno mínimo, de regulación a favor del capital, protegiendo la 
propiedad privada, lo que generó la pérdida de poder interno y de soberanía. Esto último, fue 
respaldado desde la concepción neoclásica hasta los organismos internacionales (Aceves, 2006; 
Cassese, 2003). En consecuencia, se puede evidenciar la transnacionalización de la económica, se 
eliminaron las fronteras y se desmanteló lo nacional (Aceves, 2006, p. 113). Desde ese contexto, 
ha ido transformándose el rol del Estado, particularmente dentro de un mundo globalizado con 
democracias modernas, la organización del poder ha cambiado y se ha complejizado la convivencia 
entre las lógicas del Estado, del mercado y de la sociedad, que incluyen variables de participación, 
incidencia y control social dentro de un proceso de democratización (Fontaine, 2015, 80). Los 
factores para considerar en las democracias contemporáneas son un diseño institucional más 
complejo (O’Donnell, 2004) en la actual administración pública y en esta época, se podrían lograr 
diálogos sobre la naturaleza, el sistema institucional y cómo funcionan las instituciones del Estado 
(Fontaine, 2015). 
 
La crisis del Estado post segunda guerra mundial generó problemas financieros en los países 
desarrollados que tuvieron que cambiar su relación con los mercados (Aceves, 2006). Con ello, se 
modificó el rol del Estado hacia uno mínimo, de regulación a favor del capital, protegiendo la 
propiedad privada, lo que generó la pérdida de poder interno y de soberanía. Esto último, fue 
respaldado desde la concepción neoclásica hasta los organismos internacionales (Aceves, 2006; 
Cassese, 2003). En consecuencia, se puede evidenciar la transnacionalización de la económica, se 
eliminaron las fronteras y se desmanteló lo nacional (Aceves, 2006, p. 113). Desde ese contexto, 
ha ido transformándose el rol del Estado, particularmente dentro de un mundo globalizado con 
democracias modernas, la organización del poder ha cambiado y se ha complejizado la convivencia 
entre las lógicas del Estado, del mercado y de la sociedad, que incluyen variables de participación, 
incidencia y control social dentro de un proceso de democratización (Fontaine, 2015, 80). Los 
factores para considerar en las democracias contemporáneas son un diseño institucional más 
complejo (O’Donnell, 2004) en la actual administración pública y en esta época, se podrían lograr 
diálogos sobre la naturaleza, el sistema institucional y cómo funcionan las instituciones del Estado 
(Fontaine, 2015). 
 
23 
Claves teóricas para la investigación sobre los controles democráticos en América Latina 
Políticas Públicas 11(2): 21-39 
ISSN-E: 0718-462X 
Estos procesos son un movimiento interminable, alienable, reversible y resulta esencial 
reapropiarse del verdadero origen y justificar los poderes emanados de la sociedad (O’Donnell, 
2010, 199). En esta línea, gobiernos buscan ser más descentralizados, con mayor interacción y 
participación (Gurza e Isunza, 2010), donde el concepto de gobernanza es central para su 
desarrollo (Fontaine, 2015). Este nivel de democratización se vincula con la búsqueda que tiene la 
sociedad por incidir en procesos políticos y de procedimiento (Fontaine, 2015). Dentro de esta 
lógica, existe un consenso sobre el fuerte lazo entre la democracia y la rendición de cuentas 
(Hernández, 2018). 
 
El presente documento pretende exponer claves teóricas que permitan comprender la 
importancia del estudio sobre los controles democráticos en América Latina. Por lo que se busca 
rescatar elementos esenciales que justifiquen la existencia de estos controles ante posibles 
transgresiones de valores y principios de una constitución como, por ejemplo, los actos de 
corrupción (O’Donnell, 2004, Peruzzotti, 2006, Yépez, 2011, Schedler, 2004). Para guiar este 
trabajo se intentará responder la siguiente pregunta de investigación: ¿Cuáles son los conceptos 
claves para el estudio sobre controles democráticos en un Estado constitucional dentro en las 
democracias contemporáneas de América Latina? El presente artículo se dividirá en cinco 
momentos. La primera parte relata conceptos desde la crisis del Estado a un Estado Constitucional 
de derecho. Posteriormente se presentarán conceptos para ubicar la democracia delegativa y 
representativa, particularmente en América Latina. En seguida, se expondrán concepciones 
teóricas para visualizar que se entiende por participación, gobernabilidad y gobernanza para 
consiguiente hablar sobre la corrupción como un problema público, la transparencia de las 
instituciones del Estado y los controles democráticos. Finalmente se presentan conclusiones con la 
finalidad de responder la pregunta de investigación. 
 
 
Desde la Crisis del Estado a un Estado Constitucional 
 
Para el estudio del Estado es necesario incluir dos fuentes que se han desarrollado a lo largo de las 
investigaciones. Las instituciones políticas y la historia de doctrinas políticas, donde las 
exploraciones sobre el Estado se han desarrollado a través de distintas disciplinas, siendo las más 
destacadas las sociológicas y jurídicas (Bobbio, 2006). El problema del Estado ha ido cambiando a 
través del tiempo. Inicialmente fue tratado desde un punto de vista desde quienes gobiernan y la 
ciudadanía era más bien un sujeto pasivo en una relación más bien de dominación (un esclavo 
frente a su amo) (Bobbio, 2006). En el caso de las investigaciones sobre la crisis del Estado hasta 
un Estado constitucional, en un contexto de globalización, se pueden visualizar conceptos que 
permitan tener presente cómo se han ido transformando las relaciones entre el Estado, la 
sociedad y el mercado (Fontaine, 2015) que no son necesariamente las que inicialmente describía 
Bobbio (2006). 
 
De hecho, producto de las consecuencias de la evolución de las formas de dominación política 
nace un Estado moderno (Benz, 2010), en el cual son los señores feudales quienes imponían sus 
objetivos. Sus tierras eran un lugar político, social y económico, había un derecho único, el cual 
24 
CAMILA CARRASCO 
Políticas Públicas 11(2): 21-39 
ISSN-E: 0718-462X 
tenía un ordenamiento de inspiración divina. El régimen de señores feudales intentaba resguardar 
a las personas y en contraprestación brindaban fidelidad y apoyo al rey (Benz, 2010). Por lo tanto, 
no se tenían instituciones más bien formales ni derecho escrito, era un orden fragmentado de 
dependencias interpersonales (su tipología es ser Estado liberal soberano). 
 
Posterior a la segunda guerra mundial, el derecho positivo establece una racionalidad jurídica para 
el debate académico donde la ley prima en el ordenamiento jurídico (ley es justicia igual justicia es 
ley) y se refleja como la máxima expresión entre gobernantes y gobernando surgiendo el Estado 
constitucional, debido a un cambio de paradigma. El Estado jugaba un rol para el desarrollo 
económico y tenía la legitimidad para intervenir en la producción de bienes y su distribución, 
como también su gasto público para la redistribución de recursos en la sociedad (Aceves, 2006). 
Posterior a esto surge la internacionalización económica y la globalización, procesos que 
dominaron el ajuste del rol del Estado, el cual fue perdiendo influencia en las determinaciones 
políticas (Benz, 2010). 
 
Las crisis económicas de los países centrales (desarrollados) impulsaron la crisis del Estado, se 
instauró un proceso liberal y de desregularización en las economías, donde el capital se impone sin 
fronteras, aumentando las relaciones económicas internacionales (Aceves, 2006, p. 107). Por lo 
tanto, las democracias modernas ya no eran gobernables, se produjo una crisis y un 
desmantelamiento del Estado. En ese momento primó una concepción neoclásica que consiguió 
respaldo de organismos internacionales tales como la OCDE, Banco Mundial y Fondo Monetario 
Internacional (Aceves, 2006, Benz, 2010) y emergió un proceso de desterritorialización y 
desnacionalización (Benz, 2010). 
 
En América latina el Estado sufrió también un desmantelamiento producto de dos tipos de 
factores (Pisarello, 2009). Por una parte, por factores internos (Pisarello, 2009) vinculados con el 
imperio de la ley, la cual no garantizaba mayor participación de la sociedad civil, sino que 
fortalecía y privilegiaba intereses de ciertos grupos con poder privado, en cambio en los lugares 
alejados o rurales no había fuerte presencia por lo tanto había una desvalorización de ésta; la 
división de poderes entre el poder ejecutivo y legislativo predominaba el primero teniendo una 
concepción delegativa sobre la democracia (O’Donnell 1994) y el poder legislativo priorizaría la 
propiedad privada (Santos citado por Pisarello, 2009). Además, los derechos fundamentales y las 
reformas constitucionales se conservaron en las altas esferas políticas (Pisarello, 2009). 
 
Otros elementos que afectaron esta crisis fueron externos. El intervencionismo neoliberal para 
liberar la economía y evitar movilizaciones político sociales, como se pudo ver en la dictadura de 
Pinochet en Chile (Pisarello, 2009), la globalización (se sustituye la política por el mercado) y el 
endeudamiento externo (Estados latinoamericanos no podían con la deuda y se desarrollaron las 
medidas del Consenso de Washington favoreciendo la desregulación y la privatización). Los 
derechos sirven más bien para intereses privados por lo que se presencian ciertas lógicas de 
corrupción y el orden jurídico se mantiene de acuerdo a conveniencia de la apropiación privada de 
aspectos públicos (Pisarello, 2009). Con lo anterior, se puede observar una institucionalización de 
mecanismos de corrupción (O’Donnell, 1994, Pisarello, 2009). En este período, el Estado presenta 
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limitaciones de sus espacios autónomos de decisión y con lo anterior crece la necesidad de 
cooperación internacional (Benz, 2010, Pisarello, 2009) y sus estructuras internas tienen que 
adaptarse a un contexto globalizado tanto de relaciones económicas como de problemas y 
desafíos sociales ante la escasez de recursos, los movimientos migratorios a nivel mundial, 
problemas constitucionales debido a la organización internacional, cambio en los sistemas de 
negociación entre las redes de políticas nacionales y transnacionalización del poder (Benz, 2010). 
 
Con lo anterior es necesario incorporar investigaciones sobre lo que significa un Estado de 
Derecho. Ferrajoli (2002) habla de la existencia de dos modelos. Por una parte, el Estado 
legislativo donde los poderes públicos son concedidos por la ley y se ejercen gracias a la existencia 
de procedimientos legales. Este tipo de Estados tienen el monopolio de la producción jurídica en 
los ordenamientos jurídicos modernos (Ferrajoli, 2002) y las normas son válidas no por su carácter 
justo, sino porque fueron dictadas por una autoridad investida de esta responsabilidad (Ferrajoli, 
2002). Por otro lado, se genera un cambio de paradigma donde emerge el Estado constitucional de 
derecho (Ferrajoli, 2002) y lo esencial de este cambio es que todos los poderes (principalmente el 
legislativo) tiene que respetar principios sustancialmente superiores que son las normas 
constitucionales (Ferrajoli, 2002). 
 
Los poderes públicos están sujetos a una Constitución, la cual no sólo disciplina como se hacen las 
leyes, sino que impone prohibiciones y obligaciones en su contenido y nadie está por sobre ella, 
está dotada de valores y principios por lo tanto puede ser interpretada (O’ Donnell, 2004, Ferrajoli, 
2002), entonces cambian las condiciones de validez que tienen las leyes, éstas no pueden escapar 
del control de legitimidad constitucional, por lo que están subordinadas a principios 
constitucionales (Ferrajoli, 2002, Pozzolo, 2011), favoreciendo la interpretación de la Constitución, 
la cual pasa a ser un modelo de relaciones sociales (Pozzolo, 2011) y protege derechos de las 
mayorías ante un posible poder que pudiese ser abusivo (O’Donnell, 2004, p. 19). 
 
El constitucionalismo es una doctrina de limitación jurídica del poder político (Pozzolo, 2011). En el 
caso del constitucionalismo débil y fuerte, el primero presenta un gobierno de las leyes, para 
equilibrar grupos y clases corporativas, en cambio en el segundo la Constitución enuncia 
contenidos concretos o establece determinados procedimientos que contienen un conjunto de 
normas jurídicas que identifican todo ordenamiento (Guastini, 2007) y se fundamenta para el 
desarrollo del bien común (Pozzolo, 2011). El constitucionalismo es fuente del derecho de tres 
formas (Guastini, 2007). La primera es regulando la organización del Estado y las relaciones entre 
éste y los ciudadanos, la segunda es a través de normas aptas y por último regulariza las relaciones 
entre particulares que son aplicables por jueces. Guastini (2007) expone que se tiene que 
considerar la diferencia entre el poder constituido (poder legal) y constituyente (capacidad que se 
tiene para establecer una Constitución). Por lo anterior, la división de los poderes es a través de 
una interpenetración parcial que tienen jurisdicciones específicas que están normadas (O’Donnell, 
2004, p. 21). 
 
La Constitución desde un sentido material implica que son las normas las que determinan las 
formas y el régimen político vigente del Estado, del gobierno y la legislación con sus respectivas 
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fuentes por lo que está condicionada a su interpretación y actuación en una realidad política 
determinada (Guastini, 2006). 
 
Desde las ciencias jurídicas comienza un debate entre el constitucionalismo y 
neoconstitucionalismo, el cual implica un cambio de visión sobre la Constitución, desde un modelo 
preceptivo de la Constitución como norma, la carta fundamental es vista como objetivo y como 
camino, fundando la constitucionalización del ordenamiento jurídico y teniendo la capacidad de 
condicionar a la legislación, a la jurisprudencia y a los actores políticos (Pozzolo, 2011). Producto 
de estas funciones surge un órgano jurisdiccional al que le compete la evaluación y control de la 
constitucionalidad de las leyes (Cortes y tribunales constitucionales) que tiene características 
superpuestas al poder legislativo y judicial, el cual podría ser débil (control constitucional) o fuerte 
(equilibro entre poderes y carácter autónomo) (Pozzolo, 2011). 
 
Por último, Foucault (2007) relata la transición desde un Estado moderno, el surgimiento de los 
Estados territoriales, administrativos y coloniales, que surgieron ante la caída del régimen 
feudalista, donde el vínculo entre gobernantes y gobernados estaba determinado por la violencia, 
la tradición de sucesión de poder y vínculos establecidos con otros gobernantes. A través de la 
historia, los Estados y los problemas comprendidos como un eje central ha determinado cambios 
en el quehacer de quienes gobiernan, producto de estudios en las ciencias sociales y los tópicos de 
discusión giran alrededor de cómo se concibe la soberanía, el soberano, el rol de la familia dentro 
de la administración del gobierno, la economía y la legitimidad (Foucault, 2007).  Luego de haber 
conceptualizado y contextualizado las transformaciones que ha vivido el Estado particularmente 
en América Latina, lo próximo es explorar el concepto de democracia y cómo se presencia dentro 
de la región. 
 
 
Democracia Delegativa y Representativa 
 
Los regímenes democráticos constitucionales protegen una serie de derechos e igualdades, 
aunque al mismo tiempo también resguardan ciertas relaciones que expresan distintas 
desigualdades, siendo la Constitución quien soporta esta reproducción de esa realidad (O'Donnell 
2010, p. 151). La herencia de estas modernas democracias en los Estados liberales es la existencia 
de libertades de los individuos que no pueden ser cuestionables y el Estado no puede violar 
(Yépez, 2011), entonces en América Latina esta constitucionalización de la democracia ha 
favorecido la redefinición de los términos de un contrato democrático y por lo tanto nacen nuevas 
formas de intervención que tiene la sociedad civil sobre cómo dirigirse hacia un modelo de 
rendición de cuentas (Peruzzotti, 2006). 
 
Un proceso determinante para comprender esto en América Latina, son las dictaduras que se 
desarrollaron entre la década del 70 y 80 y como O’Donnell (2010) expone un análisis que permite 
entender un concepto clave para este estudio: Las redes dialógicas. El Estado terrorista era el 
único que tenía la potestad de hablar, es decir que estaba dotado de discursos monológales, 
anulando el espacio público producto del silencio de la sociedad y la soledad de ésta por la política 
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del terror existente, donde las personas son simplemente sujetos sin calidad de ciudadano o 
agente (O’Donnell, 2010, p. 185). Sobre el concepto de agente, O’Donnell (2007, 51) lo categoriza 
como un individuo que cuenta con capacidad tanto motivacional como de intelecto para tomar 
decisiones razonables, por lo que es un agente moral que se hace responsable de sus decisiones o 
por lo menos de las consecuencias de sus actos (O’Donnell, 2007). Volviendo al concepto de redes 
dialógicas, éstas son las relaciones verticales cuando se permite interpelar al Estado, dirigiéndose 
hacia una autoridad superior y son horizontales cuando la vinculación es con otros agentes, 
quienes están en igualdad de condiciones entre ellos y lo expresado son posiciones sobre 
cuestiones importantes dentro de la esfera pública (O’Donnell, 2010). 
 
El proceso de transición en América Latina fue importante para comprender la democracia que se 
estaba instalando y los rostros que la estaban caracterizando (O’Donnell, 1994). Las instituciones 
democráticas (políticas) en sociedades complejas y contemporáneas cuentan con elecciones 
periódicas, toman decisiones gubernamentales en función de intereses e identidades de quienes 
tenían y demandaban un acceso (O’Donnell, 1994). Existen instituciones que son formales 
(Congreso, partidos políticos) que proporcionan mediación entre factores son estructurales y los 
intereses e identidades de la sociedad. Su impacto dentro de pautas organizativas ayuda a la 
representación de agentes de un proceso político, pero también excluye a otros, asumiendo los 
costos de la presencia de burocracia (O’Donnell, 1994). 
 
En el caso de una democracia que no está institucionalizada ésta es débil y el lugar de las 
instituciones es usado por prácticas informales como el clientelismo y la corrupción (O’Donnell, 
1994). En este caso es posible llegar a lo que O’ Donnell (1994) denomina democracia delegativa, 
que no es otra cosa más que un régimen democrático que preponderó en países de Latinoamérica 
cuando vivieron sus procesos de transición de una dictadura hacia una democracia, siendo este 
tipo de democracia diferente a la democracia representativa. La primera posee el ejercicio 
arbitrario, discrecional y personalizado en un presidente que fue electo democráticamente, que se 
mira desde una posición superior a otros poderes del Estado, siente que representa 
individualmente a la nación y excluye a la sociedad de la toma de decisiones. Electores son 
quienes eligen a esta autoridad delegando este poder y no hay un control que pueda observar sus 
acciones que afectan a un país (O’Donnell, 1994). Esta delegación es desinformada (no se conoce 
un programa que sustente al candidato), se posicionan eslóganes más bien retóricos y los 
ciudadanos no están empoderados sobre lo que sucede en la esfera pública. Este tipo de 
democracia no tiene suficientes opciones electorales, hay presencia de corrupción y ausencia de 
accountability. 
 
La democracia representativa (O’ Donnell, 1994) incorpora un factor delegativo, porque quienes 
votan eligen para ser representados, entonces los elementos delegativos y representativos no son 
opuestos, pero una de las diferencias sustanciales es que esta última incluye accountability 
(O’Donnell, 1994). Por un lado, se tiene presencia entre la existencia de intereses y conductas que 
tienen funcionarios que son públicos y privados (O’Donnell, 1994) y por otro, hay una relación más 
compleja y al mismo tiempo más tensa entre representados y sus representantes (Peruzzotti, 
2006). 
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La Participación, Gobernabilidad y Gobernanza 
 
Para las siguientes partes de este trabajo se considerarán elementos de una democracia 
representativa, particularmente sobre la nueva forma de representación vista como un nuevo 
contrato entre gobernados y gobernantes, donde ciudadanos poseen un grado de influencia 
(Peters, 2005). Peruzzotti (2006) resalta que en ese nuevo contrato se tienen que instaurar 
herramientas que monitoreen a políticos. En otras palabras, la supervisión combina mecanismos 
que son tanto formales como informales que tienen como motivación que las acciones de los 
representantes sean responsables y consideren los intereses de la ciudadanía (Peruzzotti, 2006). 
 
La democracia contemporánea pasa por una realidad de innovación. La innovación democrática ha 
sido expuesta por Gurza e Isunza (2010, p. 19) y expresan que se está viviendo un proceso de 
creación institucional que está fuera de los límites conocidos en un gobierno representativo y 
reconocen la incidencia social en el área del diseño de políticas públicas o los mecanismos de 
control. Es una especie de democratización, la cual se puede comprender como un momento en el 
cual la sociedad civil quiere influir en los niveles de procesos políticos (Fontaine, 2015, p. 81). 
 
La forma de modernización de una estructura estatal en América Latina es considerando el 
concepto de la participación ciudadana en las diversas legislaciones existentes en el continente a 
principios de los años ochenta (Morales, 2016, p. 107). Pero ¿qué es la participación ciudadana? La 
participación ciudadana se podría vincular con la puesta en marcha de procesos participativos para 
que la sociedad se relacione con el Estado y se haga parte de una serie de decisiones y en algunos 
casos de responsabilidades (Gurza e Isunza, 2010). Si se observa esta participación desde la visión 
del Estado, ésta se vincula con la responsabilidad y si la perspectiva es desde la sociedad, implica la 
existencia de un control social (Fontaine, 2015, 81). 
 
Gobernabilidad 
 
En América Latina durante los años noventa se enfrenta la necesidad de poder mantener los 
proyectos democráticos, a pesar de que la democracia constitucional no estaba generando 
transformaciones positivas, por lo que existía una insatisfacción sobre cómo ciudadanos en 
Latinoamérica percibían este tipo de regímenes (Domínguez, 2005). En la región, la amenaza a los 
gobiernos constitucionales son los golpes militares, enjuiciamientos o conflictos entre el poder 
ejecutivo y el legislativo. Un desafío es que este tipo de gobiernos perdure por sobre posibles 
levantamientos militares. Según Domínguez (2005) para evitar esa posibilidad es necesario 
avanzar hacia el fortalecimiento de los controles civiles institucionalizados.  
 
Para también para comprender este concepto, es importante exponer lo que implica la 
gubernamentabilidad de Foucault (2007) quien expuso sobre los problemas ante el estilo de 
gobernar de un Estado moderno (todo lo existente es debido a un proceso de necesidad por poder 
constituir una estructura de poder con el fin de legitimar acciones de los gobernantes). Luego de 
un aprendizaje constante tanto de los gobernantes como de la humanidad, gobiernos han 
comprendido que deben enfocarse sobre el planteamiento de estrategias en la población (más 
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que una potencia es un fin e instrumento de un gobierno), esto quiere decir, considerar al 
conjunto de individuos que están dentro de una sociedad (Foucault, 2007). Dicho esto, los 
gobernantes deben tomar en cuenta a la población con el fin de gobernar de manera reflexiva y 
racional (Foucault, 2007), pues la evolución del Estado es lo que ha producido que se consolide 
como una estructura que tiene la capacidad de administrar y responder a problemas de la 
sociedad, la cual evoluciona constantemente (Foucault, 2007). Con todo, la gobernabilidad tiene 
una estrecha relación con la gobernanza, concepto que constantemente es estudiado desde la 
academia y que es pertinente desagregar en este artículo. 
 
Gobernanza 
 
En el pasado, el concepto de gobernanza tenía una visión más bien gerencial dentro de la 
administración pública, la cual estaba orientada hacia conseguir resultados y asegurar costo-
eficiencia (Aguilar, 2014). Lo central para su desarrollo era el mercado ya que la Nueva 
Gobernanza surge como una respuesta a los problemas fiscales dentro de los estados y a la vez a 
la crisis de los regímenes autoritarios, por lo tanto, se efectuaron ajustes fiscales y cambios 
estructurales en los procesos desde la administración pública (Aguilar, 2014). Fontaine (2015) 
expone que este asunto surge desde el sector de la economía dentro de un contexto de 
globalización que se incorpora como estrategias corporativistas de la gestión transnacional 
(Fontaine, 2015).  
 
Con lo anterior, ese modelo de gobernanza (Nueva Gestión Pública) se arrastra desde modelos 
que son neoliberales donde hay un gerente público, quien fue seleccionado a través de un 
programa público, quien tiene la misión de gobernar, reduciendo la posición de dominación que 
tenían ante los partidos políticos (Peters, 2005, p. 589). Pero, el modelo de gobernanza es más 
descentralizado que lo planteado por la Nueva Gestión Pública pues la primera tiene una ejecución 
más descentralizada (Peters, 2005). Según Peters (2005) las palabras gobierno y gobernanza se 
vinculan con la conducción y también control, en la medida que los gobiernos toman conciencia de 
cuáles han sido los efectos de sus actos para alcanzar una meta determinada y para las políticas 
públicas esto sería un elemento que ayuda en su desarrollo (Peters, 2005). El enfoque gerencial no 
es suficiente porque no responde a problemáticas sobre cómo asegurar la capacidad y eficacia 
directiva de los gobiernos en la actualidad, de esta forma es limitado para entregar una 
gobernanza que sea socialmente productiva (Aguilar, 2014, p. 14). 
 
La gobernanza democrática es una especie de relación entre actores institucionales y no 
institucionales, donde el Estado está más descentralizado y más horizontal, definido por Fontaine 
(2015) como un Estado primus inter pares, donde a la sociedad se le da la posibilidad de gobernar 
basándose en principios democráticos con elementos tanto administrativos, de eficiencia y 
descentralización, donde este último es una condición fundamental en la gobernanza (Peters, 
2005, p. 586). Otro factor de este concepto es que producto de la falta de confianza hacia las 
instituciones políticas y de gobierno, es que la mayor participación de la sociedad se visualiza 
como una posibilidad de aumentar la confianza y la legitimidad de las acciones gubernamentales y 
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superar la percepción desconfiada y general de que gobiernos están lejos de la ciudadanía (Peters, 
2005, p. 587). 
 
Peters (2005) señala riesgos de la gobernanza, abriendo posibilidad de cuestionar el real impacto 
democrático del vínculo expuesto anteriormente, pues en ciertos momentos hay comunidades 
epistémicas que son grupos que controlan un conocimiento (Peters, 2005, p. 591). O también, los 
beneficios y el grado de legitimidad de grupos quienes están cerca de servicios pueden implicar 
que otros segmentos tengan que pagar costos de pérdida de influencia (Peters, 2005) o que al 
tener una fuerte descentralización se pudiesen perder objetivos generales de alguna política 
pública. En relación con la rendición de cuentas, Peters (2005) señala que la gobernanza y las 
políticas públicas son un reto, por ejemplo, cuando una política está confeccionada por quienes de 
alguna forma serán los beneficiarios pueda sumergirse en conceptos democráticos sobre 
accountability porque desde la gestión pública sobresale la idea de que sus acciones debiesen ser 
examinadas por otro agente (Peters, 2005). Con todo, la gobernanza y gobernabilidad son 
necesarias para entender lo importante que son los controles democráticos (Fontaine, 2015, p. 
80). 
 
Es necesario señalar que los estudios sobre gobernanzas son permanentes ya que dentro de las 
actuales sociedades, las decisiones desde la esfera pública están influenciadas por agentes tanto 
nacionales como internacionales (Zurbriggen, 2011) entonces se pretende que en el momento de 
elaborar políticas sean de forma colaborativa y participativa para que los resultados y 
rendimientos de políticas vayan mejorando y también existan garantías de gobernabilidad en el 
sistema político (Zurbriggen, 2011, p. 40). 
 
Los estudios académicos dentro de las investigaciones sobre gobernanza el factor de eficacia 
directiva sigue primando y dentro de esta lógica se deben desagregar niveles de acción que incluye 
y requiere para su ejecución de forma eficaz, por lo cual sería un aporte el explorar las condiciones 
que necesita una nueva gobernanza para lograr los propósitos esperados (Aguilar, 2014). En el 
caso de Latinoamérica se presencia una realidad distinta debido a los procesos políticos vividos. 
Por una parte, el cambio de modelo económico, el cual pasó de tener un Estado más protagónico 
a uno centrado en el mercado. Por otra parte, el tránsito desde un régimen autoritario a uno 
democrático, lo cual incluye una democratización que expone nuevas formas de gobernar y de 
participación ciudadana como también de intentar enfrentar problemas de clientelismo y 
corrupción (Zurbriggen, 2011).  Se deja en evidencia que para el estudio de los controles 
democráticos es esencial considerar los contextos y la transformación del rol del Estado, el cual ha 
sufrido cambios y formas de relación entre los actores del sistema político. 
 
 
La Corrupción Cómo Problema Público, la Ética, la Transparencia de las 
Instituciones el Estado y los Controles Democráticos 
 
El concepto de ética es una reflexión filosófica (Yépez, 2011). Por una parte, desde los griegos se 
habla de una filosofía que es moral y por lo tanto la ética no tiene lógica sin la moral, la cual no 
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tiene sentido sin la existencia de los humanos. En esta línea, la moral es una condición práctica y la 
ética es un saber teórico (Yépez, 2011, p. 11). La visión de Aristóteles se vinculaba con hacer lo 
correcto, donde seres humanos tienen que privarse de hacer cosas consideradas malas según una 
norma, leyes imperantes o reglas (Yépez, 2011).  Lo anterior tiene sentido con lo que plantea Kant, 
quien entendía que la moralidad no impone obligaciones autoritarias, sino que muestra que es lo 
que debemos hacer según una ley que está presente (Yépez, 2011). Maquiavelo (Pereyra, 2013) 
distinguía la moral del ejercicio de la política porque las reglas ya estaban ajustadas a principios 
tanto éticos como morales. Pero la visión weberiana identificaba que la ética absoluta y la política 
estaban en tensión sobre sí se preocupaban por los fines o por la actuación responsable (Pereyra, 
2013). 
 
En el caso de la ética en el espacio público, Yépez (2011) plantea que ésta se desenvuelve en el 
terreno del Estado y en un contexto democrático, reconociendo una diversidad de actores 
(públicos o privados). Estos agentes son quienes están representados, autoridades que son 
elegidas, tanto funcionarios que son de confianza como quienes cuentan con responsabilidades 
públicas y objetivos que cumplir (Yépez, 2011, p. 28). La ética dentro de una gestión pública tiene 
sustancia normativa (regulando lo que se debe hacer) y de una conducta moral donde agentes 
públicos están a cargo de alcanzar el bien común de forma transparente. Yépez (2011, p. 33) 
además conceptualiza qué significa la transparencia en el ámbito público. Primero, resalta que el 
Estado al tener intereses propios, se supone que tiene conciencia y una propia razón (razón de 
Estado) que en una democracia representativa y liberal delega el poder a un mandatario, quien es 
una persona pública que administra bienes que son públicos, por lo tanto, requieren de 
transparencia (Yépez, 2011). Por lo tanto, se han intentado comprender y generar innovaciones 
propuestas para avanzar hacia una transparencia de la gestión pública y también para garantizar el 
derecho que tienen los ciudadanos a la información o simplemente a saber sobre acciones 
públicas (Gurza, Isunza, 2010). 
 
En esta lógica surge la realidad de la corrupción, concepto el cual cuando se relaciona con lo 
público se entiende como acciones de actores políticos, las cuales no va en una línea de estar al 
servicio de intereses sociales, sino que se sirven de su posición de poder y acumulan recursos en 
función de sus intereses individuales (Touraine, 2000, p. 86). Según Yépez (2011), la corrupción es 
una complejidad que se mueve al interior de redes sociales, es un acto ilícito, inmoral que está 
vinculado al poder donde el fin es obtener beneficios en gran parte económicos (Yépez, 2011). 
O’Donnell (1994) recalca que si los poderes del Estado entregan a funcionarios competencias y 
estos las utilizan para beneficio personal demuestra que ellos tienen como primera prioridad un 
interés particular, comenzando a tener prácticas que están fuera de la normativa y que generan 
actos de corrupción. 
 
En el caso de la corrupción como un problema público destacando los planteamientos de 
O’Donnell (1994) y Pereyra (2013), quienes definen que la corrupción de funcionarios tanto 
públicos como políticos se delimita a una conducta que es individual (Pereyra 2013, p. 277). 
Pereyra (2013) visualiza tres dimensiones para comprender la corrupción como un problema 
público: la primera es cuando ciudadanos denuncian casos de corrupción y expertos están en una 
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posición de mediadores legítimos de los ciudadanos (voceros), ya que son quienes saben 
técnicamente respecto a un problema o fenómeno y lograrían una objetividad sobre cómo 
enfrentar una particular situación. La segunda se vincula con las estrategias de movilización y 
publicidad de un caso de corrupción que dependerá de la eficacia, los circuitos de información y 
cómo la prensa los comunica. En esta dimensión el público se transforma en un consumidor de 
escándalo y el periodismo en quien denuncia (Pereyra, 2013). Por último, el proceso de la 
estabilización del problema tiene que ver con cómo superar una controversia, produciéndose una 
mediación y producción de datos que son más concretos (Pereyra, 2013). A pesar de esto, si los 
actores políticos están dotados de racionalidad deberían tener presente los costos que implica 
tener acciones inapropiadas cuando están investidos de su cargo (O’Donnell, 2007). 
 
La Comprensión Sobre Controles Democráticos 
 
Una de las mayores virtudes de una democracia es tener la posibilidad de cambiar gobernantes, 
en elecciones periódicas sin la necesidad del uso de la fuerza (Schedler, 2004) y la separación del 
poder ejecutivo, legislativo y judicial tiene como justificación el control mutuo, pero hay que 
agregar que éstos también organizan cómo fluye el poder (O’Donnell, 2004). Si este flujo funciona 
correctamente, la división del trabajo entre instituciones públicas proporciona que funcionarios 
cumplan con sus responsabilidades (O’Donnell, 2004), pero en la realidad en ciertos momentos 
este proceder no responde necesariamente a intereses colectivos y por lo tanto en América Latina 
ha ido aumentando la desconfianza desde los ciudadanos hacia sus instituciones públicas.  
 
Existe una desconfianza hacia el poder que es antigua, incluso la división de poderes que es un 
mecanismo para equilibrar y de control entre el legislativo, judicial y ejecutivo (O’Donnell, 2004), 
en un mundo contemporáneo, ya no es suficiente pues no está claro si es que los electores 
imponen su voluntad o reclaman ante sus gobernantes (Schedler, 2004). Frente a esto, surge la 
interrogante de cómo solucionar este problema en un régimen democrático (Schedler, 2004) si es 
que existe una trasgresión de una institución estatal la cual ha sobrepasado sus propios límites 
jurisdiccionales e irrumpe en otra (O’Donnell, 2004, p. 23). Los límites pueden ser sólidos (derecho 
consistente y muy respetado) y débiles (derecho es problemático o rigen selectivamente a lo largo 
de distintas regiones y diferentes categorías de ciudadanos) (O’Donnell, 2004, 23).  
 
Representantes tienen la responsabilidad sobre sus propias acciones las cuales generan efectos 
sobre quienes ellos aseveran tener el derecho para representar (O’Donnell, 1994). Con lo anterior, 
existe un acuerdo de que las instituciones deben garantizar controles democráticos, ya que la falta 
de relación entre actores no estatales (actores sociales) y estatales (gobierno y poder legislativo) 
es contraproducente para una democracia moderna (Fontaine, 2015, p. 80-81; Hernández, 2018). 
Desde una agenda de un control social se tiene que considerar elementos participativos (Gurza, 
Isunza, 2010) y sobre todo cuando existe un análisis de políticas públicas, el reto es la observación 
de las relaciones entre actores no estatales y estatales en la acción pública (Fontaine, 2015). Pero 
¿qué implica un control? El control está respaldado por mecanismos que son a la vez una 
costumbre recurrente, la cual se organiza en función de un propio interés (Gurza, Isunza, 2010). En 
33 
Claves teóricas para la investigación sobre los controles democráticos en América Latina 
Políticas Públicas 11(2): 21-39 
ISSN-E: 0718-462X 
las democracias contemporáneas un desafío, producto de los déficits institucionales, son la 
existencia de agencias de rendición de cuentas (Peruzzotti, 2006).  
 
En esta línea la participación ciudadana pasa a cumplir un rol más protagónico del que tenía 
anteriormente, donde el concepto participación tiene una amplia gama de significados. La 
ciudadanía vive un proceso de cambio sobre su rol, producto de que, ya que no se respalda que el 
Estado tome las decisiones para el bien común de manera solitaria, sino que se solicita una mayor 
incidencia dentro de la toma de decisiones y al mismo tiempo se demanda mayor control sobre 
cómo actúan agentes del Estado (Morales, 2016). 
 
Para ejercer tipos de control, existen una serie de herramientas como la rendición de cuentas o las 
formas de accountability (O’Donnell, 2004, Peruzzotti, 2006).  Fox (2006) señala que una rendición 
de cuentas implica que existe control, pero no necesariamente las formas de control contienen 
mecanismos que son reconocidos, son estables o tienen algún tipo de castigo. 
 
La rendición de cuentas es tener la claridad de que los representantes no reciben un “cheque en 
blanco” para actuar discrecionalmente (Peruzzotti, 2006), es una forma de que actores que son 
representantes se hagan responsables de sus acciones (Fox, 2006). Entonces la representación 
transporta con ella una rendición de cuentas (O’Donnell, 1994), la cual es una virtud en sí misma, 
porque entrega legitimidad a funcionarios y organizaciones públicas (Hernández, 2018, 44). Este 
concepto ha sido relacionado con la responsabilidad y la contabilidad, por la preocupación sobre 
cómo controlar, domesticar y prevenir abusos del poder y cómo subordinarlo a procedimientos y 
reglas para regular su conducta (Schedler, 2004). 
 
El accountability y la rendición de cuentas son conceptos multifacético gracias a la presencia de 
pilares como la información, justificación y sanciones (Schedler, 2004). La información y la 
justificación se enlazan a la responsabilidad y la obligación de la autoridad o del funcionario de dar 
a conocer sus decisiones y explicar por qué tomó ese camino (equivalente en este texto a 
answerability). Dicho lo anterior, gobernados preguntan por hechos (derecho a la información) y a 
la vez desde la perspectiva argumentativa, gobernantes exponen cuáles fueron las razones de esos 
hechos (Schedler, 2004, Hernández, 2018). La sanción es la capacidad de castigar a quienes violen 
deberes públicos (enforcement) y ésta será efectiva cuando se aplique el principio de 
proporcionalidad donde es necesario mantener un equilibrio entre el rigor de la sanción y la 
dureza de la ofensa (Schedler, 2004). Por ejemplo, si hubiese un light accountability, la rendición 
de cuentas no tendría herramientas para castigar a quienes cometen actos de corrupción y sólo 
existiría un mero acto publicitario (Schedler, 2004). 
 
Tipos de Accountability y Rendición de Cuentas 
 
Los tipos de accountability son variados (O’Donnell, 1994). Éstos pueden tener dimensiones 
normativas, como cuando comisiones de castigos exponen de manera pública crímenes que se han 
cometido, pero la gravedad de la ofensa no logra ser justa ante la severidad de un castigo 
(Schedler, 2004) o casos donde la sociedad busca ver sancionada a la autoridad independiente de 
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que existan reclamos concretos por la responsabilidad de éste (Schedler, 2004) o el electoral 
accountability, momento en que la autoridad recibe un castigo en una elección determinada 
porque ciudadanos no sintieron satisfacción cuando llamaron a sus representantes a rendir 
cuentas (Schedler, 2004). 
 
Para Schedler (2004) los criterios de una rendición pueden contar con razonamientos políticos 
(evaluación en proceso de toma de decisión, capacidad del personal, valoración de la calidad), 
administrativos (actos burocráticos que adhieren a procedimientos eficaces), profesionales 
(aplicación de normas profesionales), financieros (manera de usar dinero público con estándares 
de transparencia, eficacia y austeridad), judiciales (vigilar cumplimiento de la ley), constitucionales 
(que los actos legislativos sean coherentes a los principios y valores de la constitución) y morales 
(comportamiento de autoridades y funcionaros ante las normas sociales). 
 
Accountability Horizontal 
 
Existe el accountability horizontal en una democracia representativa debido que en una delegativa 
es fundamentalmente débil porque serían un impedimento para la misión de los representantes y 
pueden obstaculizar el ejercicio sus funciones (O’Donnell, 1994). En esta línea las relaciones al 
interior del estado pueden ser difícil, ya que una institución puede reconocer cuando otra ha 
pasado los límites o se comenten ilegalidades (transgresión a las normas establecidas). 
 
Se puede hablar sobre accountability horizontal (O’Donnell, 2004) cuando se explica que esta 
rendición de cuentas es una relación entre iguales en la que el poder ejecutivo, el legislativo y 
judicial ejercen un control mutuo. Literalmente, las asimetrías entre estos agentes y sujetos son 
una anomalía y, por otra parte, está la rendición vertical referida a los controles societales y 
electorales (Schedler, 2004). Este tipo de control es más bien reaccionario, y se puede correr el 
riesgo de que los conflictos creados sean muy dramáticos y visibles entre las instituciones 
estatales supremas y estos actores más bien tengan motivaciones más partidistas que de un 
mecanismo de control (O’Donnell, 2004, p. 22). 
 
Por lo tanto, surgen las agencias de accountability asignadas, las cuales ejercen sus 
responsabilidades con criterios más profesionales que políticos o partidistas (O’ Donnell, 2004, p. 
22) que supervisan previenen y sancionan acciones que están fuera de legalidades o sean 
corruptas. El trabajo del accountability horizontal requiere dos elementos según lo expuesto por 
O’Donnell (2004) que son tanto las agencias autorizadas con capacidad de proceder como también 
el requisito de que la red de instituciones estatales adquiera el compromiso de proteger, a través 
de tribunales superiores, el debido proceso en caso de que sea requerido (O’Donnell, 2004, p. 23). 
 
Accountability Societal 
 
Cuando se habla de accountability societal, Peruzzotti (2006, p. 248) produce un estudio que tiene 
como finalidad representar las distintas formas de politización con base social al interior de 
democracias contemporáneas. Peruzzotti (2006) expresa que su objetivo es vigilar cómo se 
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comportan funcionarios, instituciones públicas y revelar cuando hay casos donde se viola la ley o 
hay acciones de corrupción por parte de autoridades. 
 
Przeworski (2002, p. 79) explica la relación de este tipo de control con los partidos políticos en 
América Latina, planteando que en la región los partidos políticos fueron un instrumento 
importante de accountability societal, ya que representaban a la sociedad en el área pública, pero 
la burocracia estatal no debe tener preferencia por algún partido político, por lo tanto, no puede 
beneficiar a un afiliado o simpatizante de alguno. Siguiendo con esto Przeworski (2002) indica que 
ciudadanos tienen que estar dispuestos de tranzar su voto por los beneficios que puede brindar un 
partido político. Otro asunto es que en América Latina los ciudadanos desconfían de forma 
creciente de los partidos políticos (Przeworski, 2002) por lo tanto, dejan de ser un accountability 
social y aumenta la legitimidad del rol de ONG. Esta forma de control son acciones heterogéneas, 
las cuales están motivadas desde la sociedad civil, quienes plantean demandas vinculadas al 
accountability legal. Este último, según Peruzzotti (2006), se comprende cuando esta sociedad 
comparte una preocupación colectiva, la manifiesta a través de activismo y acciones, con el 
objetivo de que las instituciones representativas por medio de la mejora de mecanismos de 
control de la legalidad de funcionarios públicos (Peruzzotti, 2006, p. 249). 
 
Los agentes de un accountability social son las redes de asociaciones, ONG expertas y 
profesionales (Peruzzotti, 2006) que podrían encajar en un terreno más bien de élites dentro de 
las sociedades latinoamericanas. Przeworski (2002, p. 81) plantea la preocupación de que hay que 
tener presente que este tipo de instituciones también cuentan con intereses propios que 
reproducen arreglos corporativos, los cuales dejan afuera a quienes no están organizados y 
pueden no estar de acuerdo sobre las formas coyunturales que están caracterizadas en las 
acciones de movimientos sociales, que también son parte de un accountability social (Peruzzotti, 
2006, p. 249). Estas exigencias societales acusan una acción indebida por parte de un gobernante, 
pero es complejo que puedan imponer una sanción (Schedler, 2004). 
 
Otra característica de este accountability (Peruzzotti, 2006, p. 254) es cómo impacta de manera 
directa en el funcionamiento de mecanismos que están institucionalizados (accountability vertical-
accountability horizontal) ya que está prácticamente encargado de dar a conocer cuáles son los 
déficits institucionales de un proceso, monitorea y expresa denuncias sobre actos de corrupción o 
faltas a una normativa por algún agente público lo que fuerza a que se enciendan mecanismos 
horizontales para que se cumpla una sanción (Peruzzotti, 2006). Con todo, accountability social es 
una forma de politización porque es útil para probar qué tipo de conductas tienen representantes 
y funcionarios, en consecuencia, las políticas de desconfianza son fundamentales para el 
fortalecimiento de la confianza en un sistema institucional democrático (Peruzzotti, 2006, p. 258). 
Como se señaló anteriormente esta forma de control cuenta con riesgos. Por ejemplo, las 
organizaciones no gubernamentales que están más presentes son los lobbies empresariales 
(Przeworski, 2002), que la clase política no quiera recoger las demandas de mejoramiento 
institucional por parte de las agencias (Peruzzotti, 2006). 
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Si funcionarios no consideran reclamos de manera permanente por parte de quienes exigen mayor 
transparencia, la confianza de los ciudadanos hacia sus representantes va a bajar 
considerablemente (Peruzzotti, 2006). Para evitar lo anterior, los mecanismos institucionales 
tienen que estar disponibles para resolver este tipo de problemas, porque es sano preocuparse 
por el desempeño de instituciones estatales latinoamericanas (Peruzzotti, 2006). Esto se entiende 
como que exista la posibilidad de tener acceso a información, culpar formal o informalmente a 
quienes transgredan sus competencias para beneficio individual y sancionar por aquello (Gurza, 
Isunza, 2010, p. 30). 
 
Controles Diagonales 
 
En el caso de los controles que son diagonales, éstos juegan en un nivel que es intermedio con el 
objetivo de impedir la equivocación de pensar que actores de una rendición de cuentas están en 
una igualdad de condiciones frente al poder (Schedler, 2004, 35). Al tener consciencia de que no 
existe una perfecta igualdad entre los actores políticos en un sistema democrático, por lo tanto, 
las relaciones en una rendición se comprenden como diagonales (Schedler, 2004). Este tipo de 
control es en el cual ciudadanos se presentan como veedores, pueden fiscalizar, observar y 
controlar a la administración pública. Los observadores deben contar con las siguientes garantías: 
Estatuto legal, presencia continua (del proceso), procedimientos claros, acceso a la información y 
pronunciarse a través de informes (Hernández, 2018, p. 51). 
 
¿Quién Exige Rendición de Cuentas? 
 
No existe una respuesta clara sobre quiénes son los agentes de la rendición de cuentas en la 
política porque varían de acuerdo con el tipo de rendición (Schedler, 2004). Responsables de 
calificar si existe alguna infracción o ilegalidad en el actuar de la autoridad, contienen criterios que 
son morales y políticos (partidos políticos, asociaciones civiles, medios de comunicación), 
administrativos y financieros (defensores del pueblo, agencias anticorrupción), legales y 
constitucionales (Schedler, 2004).   
 
Las claves teóricas relatadas en el presente texto permiten precisar algunas afirmaciones. Primero 
que todo, es necesario señalar que Estados actuales son quienes producen y deciden políticas 
públicas como también reformas institucionales por lo que son un actor principal a la hora de 
decidir en la esfera pública (Fontaine, 2015). El desafío es que además de estudiar la función 
estatal es preponderante examinar cómo sus actores interactúan con otros, quienes no están 
dentro de esa esfera. Las tareas del Estado son cada vez más complejas, su crisis de 
representatividad se agudiza debido a los problemas en las fallas de políticas públicas, la tecno-
burocracia, las sociedades están más conectadas e informadas y se perciben los problemas de 
desigualdad (Fung y Wright, 2012). Para intentar resolver ese tipo de problemáticas, el desafío 
está en por una parte fortalecer mecanismos que son tradicionales de control, pero es 
indispensable por una parte innovar sobre el rol de los controles democráticos y por otra parte 
comprender que la rendición de cuentas es una virtud más bien personal y organizacional al 
interior del sistema político (Hernández, 2018, 52). 
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Conclusión 
 
En este trabajo buscó rescatar algunas claves teóricas de académicos, que han desarrollado su 
investigación tanto sobre el Estado como también sobre controles democráticos, transparencia, 
corrupción y ética, los cuales son conceptos sustanciales para abordar en la realidad actual de las 
democracias contemporáneas en América Latina. Las demandas de la sociedad por más 
transparencia presentan un crucial desafío para gobernantes en la instauración de mecanismos de 
rendición de cuenta porque ayudaría a solidificar la confianza hacia instituciones representativas 
(Peters, 2005, Peruzzotti, 2006).  
 
El rol del Estado, en la línea expuesta, se presenta como un actor principal a la hora de decidir el 
desarrollo de una política pública y también de reformas institucionales (Fontaine, 2015), las 
cuales están bajo un marco normativo que está subordinado a una carta magna como la 
Constitución y que incluyen modelos de gobernanza en el sector público, siendo esto último claras 
ventajas para fortalecer la democracia. No se puede desconocer que gobiernos participativos 
están emergiendo (Peters, 2005). Pero también la importancia de los conceptos transparencia, 
accountability y rendición de cuentas están relacionados con las preferencias de políticas públicas, 
las cuales enfrentan tareas de resolver problemas públicos, pero ya no desde una óptica vertical 
sino también desde un ejercicio que reconozca los nuevos modelos de interacción (Fontaine, 
2015) que están interrelacionados con las exigencias de la sociedad por mayor transparencia en la 
función pública pero también condena cuando las autoridades o funcionarios han actuado de 
forma corrupta (O’Donnell, 2004, Przeworski, 2002 Schedler, 2004, Peruzzotti, 2006, Pereyra, 
2013, Hernández 2018, Yépez, 2011). Al existir una motivación (ya sea de la sociedad o del 
gobierno) a la hora de mejorar lógica de controles democráticos y estos cumplan con cambiar las 
tradicionales formas de hacer política en América Latina, el reto de la tarea es complejo pero el 
camino es de avanzar hacia perfeccionar y consolidar instituciones de democracias representativas 
(Peruzzotti, 2006). 
 
Por último, hay que considerar que el estudio de controles democráticos enfrenta algunos 
desafíos. Por ejemplo, descubrir mecanismos causales que produjeron la presencia, fallas o 
ausencia de ellos, sobre cómo ha sido la implementación de controles o de políticas públicas para 
el fortalecimiento de la democracia. En este sentido la investigación puede ser desarrollada de 
manera multidisciplinaria. La ciencia política, ciencias jurídicas y políticas públicas estudian 
diversos procesos dentro del sistema político. Su relación podría ayudar a entender como actores 
pueden interactuar según sus intereses y objetivos para influenciar, o incidir, en un diseño de una 
política pública vinculada a controles democráticos. 
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